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Ref. Administrativa 
Servicio de Desarrollo Normativo e Igualdad de Género-ALL 
ASUNTO: Informe. 

INFORME DE LA SECRETARÍA GENERAL DE LA CONSEJERÍA DE BIENESTAR 
SOCIAL, SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO DEL RÉGIMEN DE AUTORIZACIÓN 
ADMINISTRATIVA Y COMUNICACIÓN, ACREDITACIÓN, REGISTRO E INSPECCIÓN DE 
LOS SERVICIOS SOCIALES EN CASTILLA-LA MANCHA.  

Visto el proyecto de Decreto del régimen de autorización administrativa y 
comunicación, acreditación, registro e inspección de los servicios sociales en Castilla-La 
Mancha, la Secretaria General de la Consejería de Bienestar Social emite el siguiente 

INFORME: 

PRIMERO.- COMPETENCIA PARA EMITIR EL INFORME. 

Este informe se emite en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 36.3 de la Ley 
11/2003, de 25 de septiembre, del Gobierno y del Consejo Consultivo de Castilla- La 
Mancha, y en el apartado 3.1.1.f) de las Instrucciones sobre el régimen administrativo del 
Consejo de Gobierno, aprobadas por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 25 de julio de 
2017. 

SEGUNDO.- COMPETENCIA NORMATIVA PARA DICTAR EL PROYECTO DE 
DECRETO. 

El Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha, aprobado por la Ley Orgánica 
9/1982, de 10 de agosto, en su artículo 31.1. 20ª atribuye competencias exclusivas a la Junta 
de Comunidades de Castilla-La Mancha en materia de asistencia social y servicios sociales; 
promoción y ayuda a menores, jóvenes, tercera edad, emigrantes, personas con 
discapacidad y demás grupos sociales necesitados de especial atención, incluida la creación 
de centros de protección, reinserción y rehabilitación. 

En el ejercicio de esta competencia estatutaria se aprobó la Ley 14/2010, de 16 de 
diciembre, de Servicios Sociales de Castilla-La Mancha, que define los servicios sociales 
como el conjunto de prestaciones y equipamientos de titularidad pública y privada que se 
destinen a la atención social de la población. También se regula en esta ley el papel de las 
entidades de iniciativa privada y pública que prestan servicios sociales, sujetando su 
prestación al control administrativo, mediante el régimen de intervención administrativa. 
Entre los principios rectores del Sistema Público de Servicios Sociales se encuentra el de 
responsabilidad pública, mediante este principio las Administraciones públicas mantendrán 
sobre el conjunto de los servicios sociales, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
las funciones de planificación, ordenación, supervisión, control, inspección, régimen 
sancionador y de autorizaciones de centros, servicios y prestaciones para asegurar la 
calidad y garantizar los derechos de las personas usuarias de los servicios sociales.  
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Asimismo, el título VI de la Ley 14/2010, de 16 de diciembre, lo dedica a las 
actuaciones administrativas en materia de servicios sociales, como son la autorización, 
acreditación, registro, inspección y control de las entidades, centros y servicios de titularidad 
pública o privada; el título XIII establece el régimen sancionador en el que tipifica las 
infracciones administrativas y sanciones previstas en esta ley, y la disposición final única 
faculta al Consejo de Gobierno para que apruebe el desarrollo reglamentario de la misma. 

Por otra parte, hay que señalar que la disposición adicional cuarta de la Ley 1/2020, 
de 3 de febrero, del Tercer Sector Social de Castilla-La Mancha dispone que las referencias 
que en la Ley 14/2010, de 16 de diciembre, se efectúan a las autorizaciones administrativas 
se entenderán también realizadas a las comunicaciones o declaraciones responsables en 
los términos que se determine reglamentariamente.  

La aplicación durante más de dos décadas del Decreto 53/1999, de 11 de mayo, por 
el que se desarrolla reglamentariamente la Ley 3/1994, de 3 de noviembre, de Protección 
de los Usuarios de Entidades, Centros y Servicios Sociales en Castilla-La Mancha, ha puesto 
de relieve la distinta casuística producida a lo largo de estos años, lo que unido a la 
aprobación de leyes como la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia o la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, exige la elaboración de un nuevo decreto.  

Pero la necesidad de una nueva reglamentación viene impuesta, además, por la 
obligación de actualizar, simplificar y adaptar la normativa a lo establecido en la Ley 17/2009, 
de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, que 
supone la incorporación al ordenamiento jurídico español de la Directiva 2006/123/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en 
el mercado interior. Esta ley establece la necesidad de suprimir los regímenes de 
autorización que afecten al ejercicio de una actividad de servicios o su acceso que no estén 
justificados por una razón de interés general, e introduce el régimen de comunicación previa 
como fórmula de intervención administrativa, cuando fuera posible. No obstante, en los 
casos en los que esté justificado mantener el régimen de autorización, dispone la necesidad 
de revisar los procedimientos para que respondan a los principios de proporcionalidad y no 
discriminación. Principios, que están regulados también en el artículo 4 de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

En virtud de lo cual, la Administración autonómica tiene competencias en la materia 
objeto de este proyecto de Decreto. 

TERCERO.- OBJETO Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE DECRETO. 

Este proyecto de Decreto tiene por objeto regular las actuaciones administrativas y el 
régimen sancionador en materia de servicios sociales, establecidas en los títulos VI y XIII de 
la Ley 14/2010, de 16 de diciembre.  

En particular, tiene por objeto regular las siguientes materias: 
a) El procedimiento de autorización administrativa y de comunicación necesario para la
prestación de los servicios sociales. 
b) El procedimiento de acreditación de la calidad de los servicios sociales.
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c) El Registro de Servicios Sociales.
d) La función de inspección y control de los servicios sociales.
e) El régimen sancionador en materia de servicios sociales.

El texto proyectado se estructura en una parte expositiva, una parte dispositiva que 
consta de cincuenta y cuatro artículos divididos en seis capítulos y una parte final 
conformada por ocho disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición 
derogatoria y cuatro disposiciones finales, así como en un anexo que incluye las condiciones 
materiales y funcionales básicas de los servicios sin regulación específica.  

CUARTO.- NATURALEZA DEL PROYECTO DE DECRETO. 

El proyecto de Decreto tiene carácter de reglamento ejecutivo, puesto que el 
desarrollo reglamentario al que hacen referencia los títulos VI y XIII de la Ley 14/2010, de 
16 de diciembre, corresponde al Consejo de Gobierno, adecuándose su contenido a lo 
dispuesto en dicha ley.  

QUINTO.- COMPETENCIA DEL CONSEJO DE GOBIERNO. 

El ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde al Consejo de Gobierno, según 
preceptúa el artículo 36.1 de la Ley 11/2003, de 25 de septiembre, y en tanto que es una 
norma reglamentaria competencia de éste reviste la forma de decreto, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 37.1.c) de la referida ley. 

A estos efectos, la Consejería de Bienestar Social es el órgano de la Administración 
regional de Castilla-La Mancha al que corresponde promover, proyectar y ejecutar la política 
regional en materia de bienestar social, de conformidad con lo previsto en el artículo 1.a) del 
Decreto 86/2019, de 16 de julio, de estructura orgánica y competencias de la Consejería de 
Bienestar Social, modificado por el Decreto 271/2019, de 26 de noviembre.  

SEXTO.- PROCEDIMIENTO DE ELABORACIÓN. 

El procedimiento de elaboración del proyecto de Decreto se ha ajustado a las 
previsiones del artículo 36 de la Ley 11/2003, de 25 de septiembre, y a lo establecido en el 
apartado 3.1.1 de las Instrucciones sobre el régimen administrativo del Consejo de Gobierno. 

Con carácter previo a la elaboración del texto proyectado se sustanció una consulta 
pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 133.1 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, a través 
del Portal de Participación Ciudadana de Castilla-La Mancha. 

Por medio de esta consulta pública, las personas y las entidades que así lo 
consideraron oportuno hicieron llegar sus opiniones sobre los aspectos planteados, desde el 
día 2 de febrero de 2021, fecha en la que se publicó en el Portal de Participación Ciudadana, 
hasta el día 22 de febrero del mismo año, recibiéndose diversas aportaciones. 
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En cumplimiento de la Ley 11/2003, de 25 de septiembre, la Secretaria General de 
la Consejería de Bienestar Social ha elaborado la Memoria General del proyecto de Decreto, 
con fecha 15 de noviembre de 2021, y la Consejera de Bienestar Social autorizó el inicio del 
expediente mediante Resolución de 16 de noviembre de 2021. 

Según se indica en la Memoria General del proyecto de Decreto, el texto proyectado 
no conlleva gasto, por lo que no se requiere, en consecuencia, que se elabore una memoria 
económica. 

Asimismo y dado que el proyecto de Decreto afecta a derechos de los ciudadanos, 
resulta necesario someter el texto proyectado a los trámites de audiencia e información 
pública. 

SÉPTIMO.- DICTÁMENES E INFORMES. 

Es preceptivo el dictamen del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, en virtud 
de lo establecido en el artículo 54.4 de la Ley 11/2003, de 25 de septiembre, y en el apartado 
3.1.1.j) de las Instrucciones sobre el régimen administrativo del Consejo de Gobierno. 

Igualmente, corresponde al Gabinete Jurídico emitir su dictamen en derecho, según 
preceptúa el artículo 10.1.a) de la Ley 5/2013, de 17 de octubre, de ordenación del servicio 
jurídico de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, y el 
apartado 3.1.1.h) de las Instrucciones sobre el régimen administrativo del Consejo de 
Gobierno. 

Finalmente, señalar que el proyecto de Decreto fue informado por el Consejo Asesor 
de Servicios Sociales el día 24 de noviembre de 2021 y la Comisión para el Diálogo Civil con 
la Mesa del Tercer Sector Social de Castilla-La Mancha fue informada de la iniciativa 
normativa el día 29 de noviembre de 2021. 

OCTAVO.- CONCLUSIÓN. 

En consecuencia con todo lo expresado en los puntos anteriores, esta Secretaría 
General considera que el proyecto de Decreto, salvo opinión mejor fundada en derecho, 
respeta en su integridad el ordenamiento jurídico que resulta de aplicación, por lo que emite 
informe favorable sobre el proyecto de Decreto del régimen de autorización administrativa y 
comunicación, acreditación, registro e inspección de los servicios sociales en Castilla-La 
Mancha.  

LA SECRETARIA GENERAL 


